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Sección Tercera

Excmos .  S res . :

Don Luis TÁpez Guerra

Don Eugenio Díaz Eiutil

Don Julio D. GonzáLez Campos

-L -

0 0463228

lTrn[.DE REGISTRO z L77L/L992

ASIINTC) : Recurso de amparo

promovido por don Cristóba1

Figueroa Ga1lup.

SOBRE : Auto de1 Juzgado de

fnstrucción núm. 25 de Ma-

drid que deniega Ia admisión

a trámite de Ia solicitud de

habeas corpus.

La Sección, ha examinado el resurso de amparo inter-

puesto por don Cristóba1 Figueroa Ga11up.

r. A¡ITECEDETflTES.

l-. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 7

de jul io de L992, don Cristóbal Figiueroa Gallup solicitó la de-

signación de Procurador de oficio para interponer recurso de

amparo contra eI Auto del Juzgado de Instrucción núm. 25 de

Madrid de 3 de jul io de L992, por eI que se denegó la aünisión

a tránite de solicitud de habeas corpus en diligencias indeter-

minadas núm. 242/92.

2. Por providencia de 23 de jul io de L992, la Sección

Tercera acordó proceder al nombramiento interesado por eI Sr.

Figueroa Gallupi y por providencia de 2L de septienbre
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siguiente Ia Sección acordó tener por designada a Ia Procurado-

ra doña María Jesús García Letrado, ordenándose que se hiciera

saber dicha designación a la mencionada Procuradora y al recu-

rrente, para gue formalizaran la demanda de amparo en e1 plazo

de veinte días.

don

de

que

3. E1 escrito formalizando la demanda de amparo de

Cristóbal Figueroa Ga11up se reqistró en este Tribunal eI 9

octubre de L992. Sucitamente expuestos, los hechos en los

se fundamenta su solicitud son los siguientes :

a) EI 3 de jul io de L992, €1 hoy recurrente se perso-

nó en el Juzgado de Guardia de Madrid solicitando que se

incoase eI procedimiento especial de habeas corpus regulado en

Ia Ley orgánica 6/L984, de 24 de mayo, Por entender gue su no-

via, doña Sara Castaño Castaño, s€ encontraba ilícitamente in-

ternada -en los términos expresados en el art. 1 b) de 1a cit'a-

da L.O. 6/1984- en }a insti tución rrTu Casarr, dependiente de la

Orden de las Hermanas Oblatas.

b) Por Auto de 3 de jul io de L992, el üuzgado de Ins-

trucción núrn. 25 de Madrid acordó denegar Ia admisión a trámit'e

de la anterior solicitud de habeas corpus. La fundamentaeión

de1 citado Auto es la siguiente : rrDesprendiéndose de 1a ante-

rior sol icitud (.. ,  ) que los hechos relatados no se encuentran

comprendidos en ninguna de las situaciones que enumera el art.

1 de Ia Ley orgánica 6/1984, de 24 de mayo, y de conformidad

con el informe del Ministerio Fiscal, procede denegar Ia

solicitud interesadarr .

c) Los tthechos relatadosrr a los que se hace referen-

cia en el fundamento único del Auto de 3 de julio de L992 son

los que a continuación se exponen : doña Sara Castaño Castaño,

fue expulsada de la casa de sus padres en Madrid al conocerse

que esperaba un hijo de1 hoy recurrente. Tras trasladarse al

donicilio de su hermano en Sevilla, doña Sara Castaño Castaño
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se entrevistó con un sacerdote qlue Ie recomendó acudir a Ia

Asociación trAdevidatt; y ésta la envió a la Institución ftTu

Casart de Madrid, regentada por }a Orden de las Hermanas

Oblatas.

Desde el mes de abril de L992 hasta el L2 de mayo si-

guiente, €I recurrente pudo visitar a doña Sara Castaño Castaño

en dicha institución. No obstante, según Ie informaron en esa

última fecha, doña Sara Castaño Castaño trabía sufrido una cri-

sis nerviosa que Ie obligó a ser internada en un Hospitalr rQ-

gresando el siguíente día a la institución ttTu Casart; y al ir a

visitarla por 1a tarde, s@ le negó 1a entrada a1 recurrentet

alegando que no podía reeibir visitas por prescripción faculta-

tiva, yd que se encontraba bajo tratamiento psiquiátrico. Tras

sucesivas negativas por parte de Ia mencionada institución, eI

recurrente acudió al psiquiatra gu€, según información de las

Hermanas Oblatas, trataba a doña Sara Castaño Castaño; quien se

comprometió a autorizar las visitas, aungue luego no parece que

llegara a hacerlo. En esta situación, eI recurrente volvió a

personarse en la institución ItTu Casarr acompañado de un Aboga-

do, pero volvieron a denegarle la entrada, arg[umentando las

Hermanas Oblatas que sóIo podría visitar a Ia Srta. Castaño

Castaño si venía acompañado por Ia madre o la hermana de Ia in-

terna, pues así era obligado cuando se trataba de un menor o

incapacitado. A la observación de que doña Sara Castaño Castaño

tenía 25 años y no estaba incapacitada, 1d respuesta de las

Hermanas fue dar por terninada Ia entrevista aI cerrarle Ia

puerta. Ante tales circunstancias, a las que habría que añadir

una posterior llamada anónima en la gue se le hizo saber aI re-

currente que la Srta. Castaño Castaño se encontraba retenida

contra su voluntad, €1 hoy demandante de amparo instó la

incoación de1 procedimiento de 1a L.O. 6/L984, con el resultado

negativo ya sabido.

4. La demanda del Sr. Figueroa Gallup

tra el Auto de1 Juzgado de Instrucción nún.

dirige con-

de Madrid,

se
25
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solicitando su nulidad por vulneración, de un lado, de los

a r t s .  L7 .L  y  4  C .E .  Y ,  de  o t ro ,  de l  a r t .  24 -L  C .E .  En  1o  q l ue

respecta a 1a vulneración de1 art. L7.L y 4 C.E. , eI recurrente

sostiene que se ha producido una privación de libertad arbi-

traria respecto a doña Sara Castaño Castaño Y, no obstante, €1

órgano judicial ha reshazado ad limine su solicitud de habeas

gggpus.r sin otras averiguaciones . A su entender, los hechos

alegados en dicha solicitud constituyen indicios suficientes

para admitirla a trámite y practicar 1as pruebas pertinentes,

dictándose ulterior¡nente algruna de las resolueiones

contempladas en el art, 8 de Ia mencionada L.O. 6/L984. Pero el

Auto que se impugna no procedió así, denegando Ia adniEión a

trámite de la solicitud de habeas corpus, Pot 1o que constituye

una resolución judicial inmotivada o carente de fundamentos

razonables y, por tanto, contraria a1 derecho a la tutela

judicial efectiva reconocido por e1 art. 24.L de Ia

Constitución.

5. Por providencia de 2 de noviembre de L992, Ia See-

ción Tercera acordó remit,ir comunicación al Juzgado de Instruc-

ción núm. 25 de Madrid para que remitiera, con Ia máxima urgen-

cia, certificación de las actuaciones correspondientes a 1as

diligencias indeterminadas núm. 242/L992. La docr¡¡rentación in-

teresada se registró en este Tribunal eI 20 de noviembre de

: l . 992 .

6. Mediante providencia de 29 de enero de l-993, Id

Sección Tercera acordó, d€ conformidad con Io dispuesto en el

art. 50.3 IóTC, conceder aI demandante de amparo y a1 Ministe-

rio Fiscal un plazo común de diez días para que formulasen, eon

las aportaciones documentales que fueran procedentes, las a1e-

qaciones gue estimarán pértinentes en relación con Ia carencia

manifiesta de contenido constitucional de 1a demanda (art.

50 .  r_ .  c l  LoTc  )  .
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7. En el escrito de alegaciones registrado en este

Tribunal el L7 de febrero de L993, €1 recurrente de amparo in-

sistió en que Ia demanda tenía relevancia constitucional, d1

denunc ia rse  l a  vu lne rac ión  de  l os  a r t s .  L7 .L ,  L7 .4  y  24 .1  C '8 . '

dado que eI Auto írupugmado del Juzgado de Instrucción núm. 25

de Madríd no subsumió los hechos alegados, pese a su claridad,

en eI supuesto del art. l-  b) de la L.o. 6/L984, de 24 de mayo,

no admitiendo a tránite 1a solicitud de lrabeas corpus; creándo-

se un precedente negativo para situaciones sj-milares de

internamientos en centros religriosos.

Por su parte, €1 Fiscal, exl su escrito de alegaciones

registrado en este Tribunal eI 10 de febrero de 1"993, tras in-

d.icar 1a jurisprudencia de este Tribunal sobre e1 procediuiento

de habeas-J:orpus, sostiene en primer lugar que no existe

vulneración del derecho de l ibertad del art. L7.L C.E. y de la

garantia establecida en el art. 17.4 C.E., pues eI derecho y su

garantía sólo opera en una situación de detención arbitraria de

Ia libertad personal, no constando de los hechos relatados en

1a solícitud de habeas S:orpus gue tal situación exista, sino

só1o un impedimento de las visitas y comunicaciones del hoy re-

currente con su novia. En segundo lugar, tampoco se aprecia que

Ia resolución impugnada haya vulnerado el derecho a la tutela

judicial efectiva, pues con Ia inadmisión a tránite eI recu-

rrente ha obtenido una resolución fundada y razonable, sin que

exista ineongrruencia entre 1o expuesto en el hecho primero y el

fundamento jurÍdico, dado que 1os términos transcritos en eI

anteced.ente hacen referencia a1 planteamiento del solicitante.

II . FTTNDAUENTOS JI'RI9ICOS.

l-. Tras el examen de las actuasiones remitidas por el

órgano judicial y vistas las alegaciones formuladas por las

partes, procede eoncluir gue Ia demanda carece, efectivamente,



mffim
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
ffiEWWw'.S

€
u-

A.E

ct
o

E

ó
e
6

a¡.

I

o of6323s

de contenido que justifique una resolución sobre el fondo de Ia

misma por parte de1 Tribunal Constitucional.

2. La íntina conexión existente entre 1o dispuesto en

los apartados L y 4 del art. L7 C.E. ya fue puesta de rel ieve

en 1a stc 3L/L985, dI afirmar que eI procedimiento de habeas

corpus previsto en el últirno de dichos preceptos opera como gla-

rantía frente a una vulneración del derecho de libertad perso-

nal reconocido en el art. L7.L de la Constitución, puesto que

tfdada 1a función que cumple este procedimientor Do cabe duda de

que comprende potencialmente todos los supuestos en los que se

produce una privación de libertad no acordada por eI Juezrri Y,

por tanto, puede acudir aI procedimiento de habeas corpue toda

persona privada de libertad que eonsidere 1o ha sido ilegalmen-

te. La efectiva privación de libertad es, pues¡, eondición nece-

saria para Ia exigencia y aplicación del sistema de garantías

que establece eI art. L7 de 1a Constitución (SfC 98/L986).

En eI presente caso, €1 escrito presentado en el Juz-

gado de Guardia de Madrid denunciaba Ia privación de libertad

sufrida por 1a novia del hoy reeurrente de amparo en Ia insti-

tución religiosa rrTu Casart. Alrora bien, de1 relato de hechos

contenido en dicho escrito -y reiterado en la demanda de ampa-

ro- se desprende, de un lado, ![üe doña Sara Castaño Castaño,

mayor de edad, voluntariamente ingresó en dicha institución re-

l igiosa en abrj- l  de Lgg2, pudiendo el recurrente visitarla sin

oposición alguna durante varias semanas. De otro lado, 9[üe a

partir de Ia crisis nerviosa sufrida por Ia internada eI L2 de

mayo siguiente, se i-rnpidieron 1as visitas del recurrente en la

mencionada institución, por hallarse aquella sometida a trata-

miento psiquiátrico; tratamiento al que doña Sara Castaño Cas-

taño, bajo Ia dj-rección de otro especial ista, Yd había estado

somet.ida anteriormente, como eI denunciante reconoce en Ia pro-

pia denuncia.
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De los hechos expuestos en Ia solicitud de habeas

corpus no se desprende, pues, €[ü@ existiera una situación de

efectiva privación de libertad de doña Sara Castaño Castaño

tras el ingreso voluntario en Ia institución religiosa, sino un

impedimento u obstaculización de las visitas y comunicaciones

con 1a internada, como ha puesto de relieve eI riscal en sus

alegaciones. Impedimento que, de otra parte, derivaba del hecho

de estar sometida la internada a tratamiento psiquiátrico, como

se corrobora en el propio relato de1 hoy recurrente de amParo.

Ni tampoco cabe estimar que existiera una situación de efectiva

privación de libertad en atención a otros hechos tanbién ex-

puestos en 1a denuncia, como es el caso de Ia declaración de

doña Sara Castaño Castaño, €ñ el curso de una de las visitas,

de no hallarse rrdel todo a gustotr en Ia insti tución rel igiosa,

así como de la llamada que se dice haber recibido de una mujer,

quien sj-n identificarse le comunicó que su novia estaba vigila-

da todo eI tiempo, sin poder recibir otras llamadas que 1as de

su madre y hermana, y que se hallaba retenida contra su volun-

tad en Ia citada institución. Por ello, el fundamento primero

del Auto de 3 de julio de L992 aquí irapugnado se linitó a cons-

tatar que los hechos relat,ados en la solicitud rrno se encuen-

tran comprendidos en ninguna de las situaciones que anumera e1

art. L de Ia ley Orgánica 6/L984 de 24 de mayorr, Por 1o que

procedía denegar Ia admisión a trámite de Ia solicitud de

habeas corpus instada por el Sr. Figueroa Gallup.

2. Respecto a }a vulneración del derecho a la tutela

judicial efectiva de1 art. 24.1- C.E. en relación con el derecho

a obtener el habeas corpus del art. L7.4 C.8., cabe recordar

que este precepto constitucionalrr no contiene propiamente un

derecho fundamental sino una garantía institucional que resulta

de la tutela judicial efectiva en todas sus vertientesrt; qaran-

tía que se salvaguarda trtanto mediante Ia obtención de una re-

solución de fondo como una liminar de rechazo a trauritar eI in-

cidente, debidamente fundadas ambasrr (STC 44/L99L). En eI pre-

sente caso nos encontramos en la segunda de estas posibilida
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des, por haber denegado eI Auto del Juzgado de Instrucción núm.

25 de Madrid de 3 de julio de l-992 1a admisión a trámite de Ia

sollcitud de habeas corpus formulada por eI hoy recurrente de

amparo y, por tanto, debe considerarse si dicha resolución es

fundada en Derecho y no arbitraria.

De 1o expuesto en eI fundamento jurídico anterior se

desprende claramente que la citada resolución judicial no es

arbitraria y está fundada en Derecho, pues el presupuesto Para
que pueda operar Ia garantía constitucional que entraña e1 pro-

cedimiento de habeas corpus es 1a existencia de una situación

de efectiva privación de libertad, como antes se dijo con refe-

rencia a 1a STC 98/J-986. Lo que no ocurre en e1 presente caso'

dado que eI órgano judicial estimó que los hechos relatados por

eI hoy recurrente en 1a solicitud de habeas corpus no se encon-

traban comprendidos en ninguna de las situaciones de privación

de libertad que se contemplan en eI art. l" de la Ley orgánica

6/84, dé 24 de mayo. Se trata, pues, de una conclusión fundada

en Derecho y basada en 1a apreciación de unos hechos Qü€, como

se ha expuesto anteriormente, carecían de entidad suficiente

para que pudiera abrirse eI proeedimiento de habeas corpus. Por

1o que cabe estimarr €[ definitiva, que el recurrente obtuvo

satisfacción en su derecho a Ia tutela judicial efectiva reco-

nocida por el art. 24.I C.E. mediante Ia resolución impugnada

en eI presente proceso constitucional, pese a que Ia misma fue-

se desestimatoria de su pretensión (SSTC 2gL/L987 y 44/L99L,

entre ot ras) .

En atención a todo 1o expuesto, Ia Sección acuerda Ia

inadmisión del presente recurso de amparo y el archivo de las

actuaciones,

Madrid, a

noventa y tres.

treinta y uno de marzo de nil novecientos

ry*:f-ry


